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PRIMERA SALA UNITARIA. 

EXP: 491/2024-1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********

AUTORIDAD DEMANDADA:

POLICÍA VIAL DE LA SECRETARIA DE  SEGURIDAD Y PROTECCIÓN CIUDADANA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.  

MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.

San Luis Potosí, S.L.P., dieciocho de octubre de dos mil veinticuatro.


V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 491/2024-1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del veintiséis de junio de este año, se tuvo a**********demandando por su propio derecho, el acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisan:

Autoridad demandada:

- Supuesto Policía de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana del Estado de San Luis Potosí, Oscar Manuel Martínez Martínez.       
Acto que se impugna.- “La boleta de infracción con número de folio B I001417,**********

II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las diez horas del treinta de septiembre del presente año, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda así como al de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no fueron formulados por las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución.
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción V, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción, con motivo de una sanción por infracciones a los ordenamientos de tránsito. 

SEGUNDO.- Ahora bien, resulta necesario precisar la existencia del acto impugnado, de lo que se tiene que el actor precisa como acto impugnado el señalado en el Resultando Primero de esta resolución. 
En ese sentido, la existencia del acto reclamado se acredita con el documento visible a foja **********de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91 del citado código, se trata de documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales. 
TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda **********demandando por su propio derecho la nulidad del acto y en contra de la autoridad ya señalada. 
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que en el acto impugnado se indica como destinatario a quien resulte conductor de nombre ********** del expediente en que se actúa, es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.


Tocante a la legitimación de la autoridad demandada, la misma no se encuentra acreditada en este juicio, conforme a lo señalado en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que mediante auto del trece de septiembre del presente año, se le tuvo por no contestando la demanda de nulidad, ya que no presentó el nombramiento que lo acreditadra como tal, por lo que se le tuvo por cierto los hechos denunciados salvo prueba en contrario. 
CUARTO.- La parte promovente hizo valer como conceptos de impugnación, los que se advierten en autos a foja 03 del presente expediente, argumentos que por economía procesal se tienen por reproducidos, resultando aplicable para tal efecto la tesis de jurisprudencia bajo el rubro: 
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. EL JUEZ NO ESTA OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS” 

QUINTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Ésta Sala Unitaria advierte que en el caso que nos ocupa, no existe causal por la que se tenga que hacer pronunciamiento alguno. 


SEXTO.- El  Segundo Concepto de Impugnación que hace valer el actor es fundado y suficiente para decretar la nulidad del acto impugnado, ello de acuerdo a las siguientes consideracions legales:

Dice el actor que existe violación al derecho humano con el que cuenta al imponerse una infracción con un fundamento incorrecto, pues tal y como se establece en el artículo 6 fracción XXII de la Ley de Transito del Estado de San Luis Potosí se tiene como una definición para efectos de entendimiento de dicha ley a “Un hecho de tránsito, choque de un vehículo en movimiento contra otro vehículo u otro bien mueble, inmueble o semoviente; volcaduras y atropellamiento de personas”, NO COMO MOTIVO DE INFRACCIÓN, (al menos no en dicho numeral citado por la infracción por el Guardia Civil), en ese sentido, hay una violación a sus derechos al debido proceso, pues para recuperar su vehículo tuvieron que pagara la infracción ya mencionada, infracción que está como ya ha mencionado mal fundamentada y motivada, pues el guardia motiva la infracción en “CHOCAR O PARTICIPAR EN HECHO DE TRÁNSITO” algo que no se expresa en el artículo 6 fracción XXII, de la Ley de Tránsito del San Luis Potosí. (F 03)    
Previo a hacer un pronunciamiento al respecto, es necesario remitirnos al acto que se combate, particularmente en la parte relativa a las conductas infractoras, del que se tiene el siguiente recuadro que de su contenido se aprecia: 
CLAVE                      CONCEPTO DE  INFRACCION                                               FUNDAMENTO LEGAL

	60
6
	Chocar o participar en hecho de tránsito y causar daños.
Falta de póliza de seguro vigente. 


	Art 6 fracc. XXII. LTE.
ART. 29 LTE.


Del análisis integral que se realice a la citada Boleta de Infracción, particularmente en lo señalado a la conducta “concepto de infracción” y de los artículos que sustenta el acto de la autoridad, se advierte lo siguiente:

Las conductas que la autoridad describe como concepto de infracción son las siguientes: 

“Chocar o participar en hecho de tránsito y causar daños y;

“Falta de póliza de seguro vigente.” 

 El fundamento legal invocado por la demandada lo fueron los  artículos 6 fracción XXII y 29 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí que al respecto dicen lo siguiente: 

“ARTÍCULO 6°. Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

XXII. Hecho de tránsito: choque de un vehículo en movimiento contra otro vehículo u otro bien mueble, inmueble o semoviente; volcaduras y atropellamiento de personas.”
“ARTICULO 29. Todos los vehículos de motor sin excepción alguna, para que puedan circular en las vías públicas del Estado, deberán contar con póliza expedida por la institución de seguros autorizada por la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, que garantice a terceros los daños que pudieren ocasionarse en sus bienes y personas por la conducción del vehículo. 
Si los conductores sufren algún accidente vial y éste no cuenta con su seguro vigente, se hará acreedor a la multa que establezca la autoridad competente en el reglamento respectivo.”
Del análisis que se realice a los artículos transcritos, así como a las presuntas conductas infractoras, se advierte una indebida motivación y fundamentación del acto impugnado, pues no existe adecuación entre la supuestas infracciones y la norma reglamentaria invocada. 

De acuerdo al concepto de infracción y que consistió en “Chocar o participar en hecho de tránsito y causar daños y Falta de póliza de seguro vigente”, éstas no encuadran en lo dispuesto por los artículos de la norma invocada por la demandada. 

Veamos, el artículo 6 fracción XXII de la Ley de Tránsito en cita, solamente señala lo que se entiende por “hecho de tránsito” y que lo es, el choque de un vehículo en movimiento contra otro vehículo u otro bien mueble, entre otras cosas. 

Sin embargo, de dicho artículo y fracción no se desprende como conducta infractora el hecho de “Chocar o participar en hecho de tránsito y causar daños.

Por su parte, el artículo 29 de la ley en cita señala que todos los vehículos de motor sin excepción alguna, para que puedan circular en las vías públicas del Estado, deberán contar con póliza expedida por la institución de seguros autorizada por la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, que garantice a terceros los daños que pudieren ocasionarse en sus bienes y personas por la conducción del vehículo, mas sin embargo, no establece como infracción la “Falta de póliza de seguro vigente. 

El segundo párrafo del artículo en comento señala que si los conductores sufren algún accidente vial y éste no cuenta con su seguro vigente, se hará acreedor a la multa que establezca la autoridad competente en el reglamento respectivo, no obstante que se prevea tal hipótesis, del análisis que se efectúe al acto impugnado, no se desprende que la autoridad demandada invoque el artículo que establezca sanción que se encuentre referida a la falta de seguro vigente. 
De lo anterior se tiene que para que una conducta pueda ser sancionada, la acción u omisión específica, debe estar definida como infracción en la norma invocada por la autoridad, situación que en el caso concreto no ocurre. 

 No se debe de pasar por alto que aun cuando la autoridad detecte conductas que puedan perturbar la paz, el orden o la armonía social, sólo podrá sancionarlas cuando una disposición administrativa las tipifique como infracción, además de que la conducta realizada por el conductor deberá encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, lo que no ocurrió en el caso que nos ocupa, pues de los artículos invocados en la boleta impugnada, no se desprende como infracciones “Chocar o participar en hecho de tránsito y causar daños” ni cuál será el fundameno legal que contemple como infracción tal omisión.  

El principio de tipicidad, que junto con el de reserva de ley integran el núcleo duro del principio de legalidad en materia de sanciones, se manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. 

En otras palabras, dicho principio se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inteligible de la infracción y de la sanción; supone en todo caso la presencia de una lex certa que permita predecir con suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones.

Las infracciones son conductas con ciertas características, que son definidas en las normas administrativas como tales. Por lo tanto la norma debe permitir al ciudadano la posibilidad de conocer de antemano qué conductas constituyen infracciones administrativas y en qué consiste la sanción que se les puede llegar a imponer.

La tipicidad administrativa por tanto, será la descripción legal de una conducta de acción u omisión específica, definida como infracción, que traerá aparejada una sanción, que impida la discrecionalidad de la autoridad por cuanto hace a la imposición de sanciones, como en el caso que nos ocupa. 

Por tanto, resulta insuficiente el fundamento legal invocado por la autoridad, pues éste no establece de manera expresa que la conducta descrita como “motivo de la infracción” en la boleta combatida, constituya infracción y su posible sanción, dejando al actor en estado de indefensión.

Sirve de apoyo a lo anterior, el siguiente criterio de jurisprudencia que textualmente dice:

“TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS.

El principio de tipicidad, que junto con el de reserva de ley integran el núcleo duro del principio de legalidad en materia de sanciones, se manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. En otras palabras, dicho principio se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inteligible de la infracción y de la sanción; supone en todo caso la presencia de una lex certa que permita predecir con suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones. En este orden de ideas, debe afirmarse que la descripción legislativa de las conductas ilícitas debe gozar de tal claridad y univocidad que el juzgador pueda conocer su alcance y significado al realizar el proceso mental de adecuación típica, sin necesidad de recurrir a complementaciones legales que superen la interpretación y que lo llevarían al terreno de la creación legal para suplir las imprecisiones de la norma. Ahora bien, toda vez que el derecho administrativo sancionador y el derecho penal son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado y dada la unidad de ésta, en la interpretación constitucional de los principios del derecho administrativo sancionador debe acudirse al aducido principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, haciéndolo extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón.”

Entonces, los motivos en que se basó la demandada para la emisión de dicho acto, resultan indebidamente aplicados, por lo que no se cumplió con el requisito de la debida fundamentación y motivación que exige el artículo 16 Constitucional que establece que todo acto de autoridad deberá de estar debidamente fundado y motivado y, en el caso que nos ocupa, la boleta de infracción no contiene la naturaleza del fundamento legal de la infracción cometida, el fundamento legal de la sanción y el importe correspondiente, extremos que no se cumplen en el acto que se combate. 

En conclusión, si bien es cierto el acto impugnado goza de presunción de validez, la misma ha quedado desvirtuada por parte del la demandante, en la forma en que ha quedado señalado en esta resolución.

Por su parte, la autoridad demandada no se manifestó al respecto, puesto que mediante auto de fecha trece de septiembre de este año, se le tuvo por no contestando la demanda de nulidad, por lo que entonces se tiene por ciertos los hechos de la misma. 
Toda vez que el concepto de impugnación resultó suficiente en términos del artículo 250, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí para declarar la nulidad de los actos impugnados, es innecesario el análisis de los demás argumentos expresados por el actor, pues en nada variaría la decisión contenida en la presente resolución.

En consecuencia de lo anterior y de conformidad con lo dispuesto por los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ, por ende, la NULIDAD TOTAL  del acto impugnado a efecto de restituir al actor en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, por tanto, se ordena a la demandada a restituír al actor la cantidad de ********** de este expediente.

Lo anterior en virtud de que si bien es cierto dicho pago fue realizado por la entonces conductora del vehículo con el que se cometió la infracción, no menos cierto lo es que dentro del contenido en el citado Recibo, se advierten los datos de la Boleta de Infracción con el número de folio BI001417. 
De acuerdo a lo que establece el artículo 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice que, cuando cause ejecutoria la sentencia definitiva, la Sala prevendrá a la autoridad demandada, o bien, a la autoridad que deba cumplirla, para que dentro del término de diez días informe sobre su cumplimiento, por lo que entonces, esta Sala Unitaria previene a la autoridad demandada a efecto de que informe sobre el cumplimiento dado a la presente sentencia una vez que ésta cause ejecutoria. 
En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la parte actora. 

Sirve de apoyo el siguiente criterio que dice:
 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías.” TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

De acuerdo a las consideraciones ya señaladas, con fundamento en lo establecido por los artículos 249 y 250, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y RESUELVE

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia de conformidad con los razonamientos y fundamentos expresados en el considerando primero de esta resolución.

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD TOTAL del acto impugnado, de acuerdo a las consideraciones y para los efectos vertidos en el Considerando SEXTO de esta resolución.

TERCERO.- Notifíquese. 

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, quien actúa con Secretario de Acuerdos, EDUARDO PEREDO GÓMEZ, que autoriza y da fe.-CONSTE.
"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.”

� Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, tomo VI, común, Jurisprudencia TCC del Apéndice 2000, Novena Epoca.


� 


Época: Novena Época, Registro: 1011669, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Apéndice de 2011, Tomo I. Constitucional 3. Derechos Fundamentales Primera Parte - SCJN Décima Cuarta Sección - Seguridad jurídica, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Tesis: 377, Página: 1388.


� Tercer Tribunal  Colegiado  del   Segundo  Circuito,  Octava  Época, del  Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página: 466.





